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Magistrado Ponente HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

Exp. N° 0190

En fecha 23 de febrero del año 2000, los abogados Paúl J. Abraham  González, Nobis F. Rodríguez R. y Hugo Díaz Izquierdo,  inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 9.396, 17.617 y 51.102, respectivamente, actuando en su condición de apoderados judiciales de la empresa Panamco de Venezuela S.A., (antes Embotelladora Coca-Cola y Hit de Venezuela, S.A.), sociedad anónima mercantil domiciliada en Caracas e inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, en fecha 3 de junio de 1997, bajo el N° 59, Tomo 295-A Sgdo., interpusieron ante esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, recurso contencioso administrativo de nulidad, por razones de ilegalidad e inconstitucionalidad conjuntamente con acción de amparo cautelar y subsidiariamente solicitud de suspensión de efectos, contra el acto tácito denegatorio producto del silencio administrativo por la no decisión del recurso jerárquico interpuesto ante el Ministro del Trabajo, contra el acto administrativo de efectos particulares contenido en la Boleta de Inscripción, de fecha 27 de agosto de 1999, emanado de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio del Trabajo, mediante la cual se inscribió y registró el Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB).

En fecha 24 de febrero de 2000, se dio cuenta en Sala del mencionado recurso y sus anexos. 

Por auto de la misma fecha, la Sala Político-Administrativa, visto que el presente recurso contencioso administrativo de nulidad se intenta conjuntamente con acción de amparo constitucional, ordenó abrir cuaderno separado a los fines de la tramitación de la acción de amparo. Asimismo, de conformidad con las previsiones contenidas en el artículo 123 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, ordenó oficiar al Ministerio del Trabajo para que remitiera el expediente administrativo relacionado con el presente caso, e igualmente acordó pasarlo al Juzgado de Sustanciación a los fines de que este se pronunciara sobre la admisión del recurso.


En fecha 14 de marzo de 2000, se recibieron en el Juzgado de Sustanciación las actuaciones relativas a la presente causa.

Por auto de fecha 23 de marzo de 2000, el  Juzgado de Sustanciación admitió el recurso interpuesto cuanto ha lugar en derecho, y de conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, acordó notificar a los ciudadanos Fiscal General de la República y Procurador General de la República e igualmente, ordenó librar el cartel de emplazamiento al cual alude el referido artículo así como oficiar al Ministerio del Trabajo, remitiéndole para su conocimiento, copia certificada del presente auto. Por lo que respecta a la solicitud de suspensión de los efectos del acto recurrido, acordó proveer lo conducente.


Por auto de fecha 28 de marzo de 2000, el Juzgado de Sustanciación, visto el Oficio N° 41 enviado por el Ministerio del Trabajo el día 24 del mismo mes y año, con el cual remitió el expediente administrativo solicitado, acordó agregarlo al expediente y formar pieza separada con los referidos antecedentes administrativos.

El 16 de mayo de 2000, se libró el cartel de emplazamiento ordenado en el auto de admisión, el cual fue consignado por la apoderada judicial de la parte recurrente en fecha 25 de mayo de 2000, siendo publicado en el diario “El Universal” el día 22 del mismo mes y año.

 En fecha 22 de junio de 2000, los apoderados judiciales de la parte recurrente consignaron escrito de promoción de pruebas de conformidad con las previsiones contenidas en el artículo 110 del Código de Procedimiento Civil.

Por auto de fecha 11 de julio de 2000, el Juzgado de Sustanciación de esta Sala Político-Administrativa, admitió las pruebas promovidas por los apoderados judiciales de la parte recurrente por no ser manifiestamente ilegales ni impertinentes, salvo su apreciación en la definitiva.

En de fecha 27 de julio de 2000, esta Sala Político-Administrativa dictó sentencia en la cual: i) declaró su competencia para conocer del recurso contencioso administrativo de nulidad interpuesto conjuntamente con acción de amparo constitucional; ii) admitió la acción de amparo cautelar propuesta; y iii) ordenó oficiar al Ministro del Trabajo, a fin de que en el lapso de cuarenta y ocho horas contadas a partir de su notificación, informara sobre las pretendidas violaciones constitucionales denunciadas por la accionante.  

Por auto de fecha 9 de noviembre de 2000, por cuanto se encontraba concluida la sustanciación en el presente caso, el Juzgado de Sustanciación acordó remitir el expediente a esta Sala Político-Administrativa, el cual fue recibido el día 10 del mismo mes y año.

En fecha 15 de noviembre de 2000, se designó Ponente en el presente expediente al Magistrado José Rafael Tinoco y se fijó el quinto día de despacho siguiente para comenzar la relación de la causa.

Por escrito de fecha 16 de noviembre de 2000, los apoderados judiciales de la recurrente solicitaron rendir oralmente los informes en el presente caso, ello de conformidad con las previsiones contenidas en el artículo 95 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.

Por auto dictado en fecha 28 de noviembre de 2000, la Secretaría de esta Sala Político-Administrativa, visto el escrito presentado por los apoderados judiciales de la parte recurrente el día 16 del mismo mes y año, acordó de conformidad con lo establecido en el artículo 95 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, fijar para el 13 de diciembre de 2000 a las diez de la mañana, la oportunidad  para que tuviere lugar la presentación de los informes orales en la presente causa.

El 28 de noviembre de 2000 comenzó la relación de la causa, fijándose, de conformidad con lo establecido en el artículo 94 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, el acto de informes para el primer día de despacho siguiente una vez transcurridos quince días continuos, contados a partir de la referida fecha.

Por auto dictado en fecha 13 de diciembre de 2000, se acordó celebrar el acto de informes orales el 14 de diciembre de 2000, ello en virtud de que en fecha 28 de noviembre de 2000, se dictaron sendos autos en los cuales se fijaron fechas diferentes para la presentación de los mismos para evitar que tal situación pudiera acarrear confusión a las partes.

El 13 de diciembre de 2000, la abogada Luisa Barbella de Osorio, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 48.312, actuando en su condición de sustituta del Procurador General de la República, presentó escrito en el cual solicitó se declare sin lugar el recurso interpuesto.

En fecha 14 de diciembre de 2000, el apoderado judicial de la parte recurrente presentó el correspondiente escrito de informes, en el cual solicitó fuese declarado con lugar el presente recurso de nulidad.

En diligencia de fecha 1° de febrero de 2001, el apoderado judicial de la parte recurrente solicitó se designe un nuevo ponente en la presente causa, por cuanto el Magistrado que había sido designado como ponente ya no integra esta Sala Político-Administrativa.

En fecha 6 de febrero de 2001, esta Sala dictó en el cual dejó constancia de la incorporación a este Tribunal Supremo de Justicia de los nuevos Magistrados, quedando integrada esta Sala Político Administrativa de la siguiente manera: Presidente Levis Ignacio Zerpa: Vicepresidente Hadel Mostafá Paolini y la Magistrada Yolanda Jaimes Guerrero. Asimismo, ordenó la continuación de la presente causa en el estado en que se encuentra y reasignó la ponencia al Magistrado Hadel Mostafá Paolini, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

Por escrito presentado en fecha 14 de febrero de 2001, los apoderados judiciales de la parte recurrente solicitaron a esta Sala, fijara nueva fecha para la presentación de los informes orales en el presente juicio, toda vez que el informe oral presentado el 14 de diciembre de 2000, se realizó ante “(...) magistrados que ya no integran esta Sala (...)”.

El  15 de febrero de 2001 terminó la relación de la causa en el presente juicio y se dijo “Vistos”.

Realizado el estudio de las actas que conforman el presente expediente, esta Sala Político-Administrativa pasa a dictar sentencia, previa las siguientes consideraciones:

I

Del Acto Administrativo Impugnado

El acto administrativo recurrido es el contenido en la Boleta de Inscripción, de fecha 27 de agosto de 1999, emanada de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio del Trabajo, mediante la cual se inscribió y registró el Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), acto este, que fue confirmado en virtud del silencio administrativo en que incurrió el Ministro del Trabajo, al no decidir el recurso jerárquico interpuesto contra la referida Boleta de Inscripción. Dicho acto dispone lo que se transcribe a continuación:

“(...) BOLETA DE INSCRIPCIÓN

El suscrito, DIRECTOR DE INSPECTORÍA NACIONAL Y OTROS ASUNTOS COLECTIVOS DEL TRABAJO DEL SECTOR PRIVADO, certifica que de conformidad con lo establecido en el Título VII, Capítulo II, Artículo 420 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo vigente, la Organización Sindical denominada: SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES, DISTRIBUIDORES Y TRANSPORTISTAS DE BEBIDAS GASEOSAS, SIMILARES, CONEXAS Y AFINES (SINATRABEB), ha remitido a esta Dirección los documentos necesarios para su registro, los cuales han sido examinado cuidadosamente y, previa constatación de que los mismos reúnen los requisitos legales que deben concurrir al efecto, se declara legalmente constituida, en tal sentido, se le expide la presente Boleta; quedando de esta forma inscrita bajo el N° 109, folio 114 del Libro de Registro respectivo.

OSCAR REINALDO ROJAS MEJIAS

Director de Inspectoría Nacional y Otros 

Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado”

 

II

Alegatos de la Parte Recurrente

Los abogados Paúl J. Abraham González, Nobis F. Rodríguez R. y Hugo Díaz Izquierdo, actuando en su condición de apoderados judiciales de la empresa Panamco de Venezuela S.A., (antes Embotelladora Coca-Cola y Hit de Venezuela, S.A.), solicitaron la nulidad del acto tácito denegatorio producto del silencio administrativo por la no decisión del recurso jerárquico interpuesto ante el Ministro del Trabajo, contra el acto administrativo de efectos particulares contenido en la Boleta de Inscripción, de fecha 27 de agosto de 1999, emanado de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio de Trabajo, mediante la cual se inscribió y registró el Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB). Fundamentaron su pretensión de nulidad, argumentando lo siguiente:

En primer lugar, señalaron los apoderados de la parte recurrente que en fecha 1º de noviembre de 1999, Panamco de Venezuela, S.A. absorbió por fusión a las compañías C.A. Embotelladora Caracas, C.A. Embotelladora Antímano y Hit de Venezuela, S.A.

 Seguidamente, expusieron que el 22 de junio de 1999, la Junta Directiva de la proyectada organización sindical denominada Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), solicitó la legalización ante la Dirección de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, del Ministerio del Trabajo, aduciendo, los solicitantes y adherentes, ser trabajadores dependientes de “Embotelladora Antímano, Embotelladora Caracas, Embotelladora Hit de Venezuela, Depósito de Catia, Litoral, Los Teques, Las Mayas, Barlovento y El Tuy”, empresas éstas señaladas por ellos como “pertenecientes a la Sociedad Mercantil Panamco de Venezuela (Coca-Cola de Venezuela)”. 

Continuaron narrando que en fecha 9 de julio de 1999, la Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Ministerio del Trabajo,  dirigió oficios a las empresas Panamco de Venezuela, S.A. y Hit de Venezuela, así como a las Embotelladoras Caracas y Antímano, informándoles de la solicitud de inscripción formulada por la Junta Directiva de la precitada organización sindical, así como del beneficio de inamovilidad del que, en consecuencia, gozaban los promoventes, conforme al artículo 450 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

Señalaron además, los apoderados judiciales de la empresa accionante que, como política de comercialización de los productos, se acudió siempre a la figura del contrato mercantil de concesión, mediante el cual Panamco de Venezuela, y las embotelladoras ahora fusionadas, actuaban como concedentes y contrataban con comerciantes independientes, quienes fungían como concesionarios, y adquirían de contado y previa facturación las bebidas que aquélla envasa, para revenderlas con exclusividad dentro de un territorio o zona de venta delimitada, propiedad del concesionario. Asimismo, señalan que el precio del producto vendido al concesionario es establecido en el contrato de concesión, y la utilidad que reciben los mismos deriva de la diferencia entre dicho precio y el de reventa que ellos hacen a su clientela. 

Agregaron igualmente, que los postulantes y adherentes de la proyectada organización sindical no tienen la condición de trabajadores dependientes de Panamco, y en virtud de que se les invistió de inamovilidad cuando carecían de la legitimación que se desprende de una relación laboral, su mandante intervino en el procedimiento de legalización ante el Inspector Nacional del Trabajo, y solicitó que ésta fuera negada, alegando la falta de cualidad de los solicitantes para constituir la organización a la que aspiraban. En  tal sentido, sostienen que, en todo caso, pueden constituirse como sindicato de trabajadores independientes o como sindicato de patronos. 

Que durante el procedimiento administrativo de inscripción, el Inspector Nacional del Trabajo no les permitió acceso alguno al expediente, el cual pudieron consultar sólo después de acordada la inscripción de la organización sindical; asimismo, aducen que sus escritos no fueron agregados al expediente administrativo “(...) sino que se mantuvieron separados como si no formaran parte del mismo (...)”, lo cual advirtieron una vez inscrita la organización, cuando por fin pudieron consultar el expediente. 

Indicaron también que el 27 de agosto de 1999, el Inspector del Trabajo emitió el Oficio Nº 991, dirigido a los apoderados de las empresas Embotelladora Antímano, C.A., Embotelladora Caracas, C.A., Hit de Venezuela, S.A. y Panamco de Venezuela, C.A., donde expuso que: i) la inscripción de organizaciones sindicales tiene lugar siempre y cuando cumplan los requisitos legales en el Libro de Registro que toda Inspectoría lleva al efecto, y no mediante una providencia administrativa; ii) los recaudos consignados por la empresa Panamco no desvirtúan la cualidad de trabajadores que ostentan los miembros del Sindicato de Trabajadores, Transportistas y Distribuidores de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB); iii) la documentación consignada por la ahora recurrente se refiere a un numero mínimo de miembros de la organización sindical, en comparación con el universo de sus integrantes, por lo que aun en el supuesto de que los ciudadanos a quienes se refiere no fueran trabajadores de Panamco de Venezuela, S.A., no se demuestra que el resto de los miembros de tal sindicato no lo fueren; iv) “(...) la presente no debe entenderse como una decisión administrativa, pues su intención es la de dar respuesta a sus comunicaciones (...)”. 

Asimismo, indicaron que en fecha 1° de septiembre de 1999, ejercieron ante el Ministro del Trabajo, recurso jerárquico contra el acto del 27 de agosto del mismo año, por medio del cual fue inscrito el sindicato en referencia; y el 8 de septiembre de 1999 consignaron un escrito de ampliación, alegando que sus escritos no fueron incorporados al expediente administrativo.

De la misma manera, indicaron que para la fecha de interposición del presente recurso contencioso administrativo, ha transcurrido un lapso superior a los noventa (90) días que tiene el jerarca para decidir, produciéndose, en consecuencia, un silencio administrativo negativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.

Agregan, además, que el derecho a constituir organizaciones sindicales está consagrado constitucionalmente, pero es ejercible “de conformidad con la ley”, tal como lo indicaba la Constitución de 1961 y lo mantiene el artículo 95 del vigente Texto Fundamental.

Señalaron, además, que de la solicitud de inscripción formulada por la Junta Directiva del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), se desprende que lo pretendido era un sindicato de trabajadores dependientes, de tipo sectorial y regional pues a los efectos de la inscripción los solicitantes alegaron estar al servicio de las empresas Embotelladora Antímano, Embotelladora Caracas, Hit de Venezuela y Depósitos de Catia, El Litoral, Los Teques, Las Mayas, Barlovento y El Tuy (que para esa fecha no se habían fusionado para la constitución de Panamco de Venezuela, S.A.). 

A continuación apuntaron los apoderados judiciales de la empresa recurrente, que su representada presentó pruebas en sede administrativa que demostraron la falta de cualidad de los postulantes del aludido sindicato como trabajadores dependientes, respecto de los cuales, si no en su totalidad, al menos mayoritariamente pudo demostrarse que lo integraban pequeños empresarios que, con trabajadores bajo su dependencia, conformaban organizaciones empresariales con las cuales su representada mantenía relaciones comerciales ajenas a toda situación de índole laboral. En el mismo orden de ideas, sostienen que justamente esa condición de “patronos”, derivada de su carácter de comerciantes independientes, propietarios de pequeñas empresas, les privaba de la cualidad activa necesaria para promover y constituir lícitamente una organización sindical sectorial de trabajadores dependientes, de carácter regional o nacional.

Aunado a lo anterior, puntualizaron que  durante la sustanciación de la solicitud de legalización en referencia, y al ejercer el recurso jerárquico en sede administrativa, su representada consignó elementos que evidenciaban la naturaleza comercial del contrato que tiene celebrado con los postulantes y adherentes del sindicato, el cual se caracteriza por lo siguiente:

- Panamco otorga una concesión al concesionario para que éste revenda dicho producto dentro de un territorio demarcado, que constituye una zona de venta propiedad del mismo.

- El concesionario revende los productos -generalmente al mayor- a todo tipo de establecimiento, y al detal cuando los vende en casas de familia.

- Para dicha reventa el concesionario contrata personas que, bajo su dependencia, integran la pequeña empresa dedicada al ramo.

- El concesionario inscribe a sus trabajadores en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, y cotiza a dicho instituto los montos legalmente establecidos.

- El concesionario paga impuestos municipales por la actividad comercial que realiza, puede encomendar su actividad de distribución y venta a otras personas, bajo su responsabilidad; corre con los riesgos del producto que comercia; es dueño de su respectiva “ruta comercial”, la cual puede ser objeto de compra y/o venta a la concedente o a otro concesionario.

- Los concesionarios se agrupan en asociaciones civiles que inscriben en las oficinas subalternas de registro, cuyo propósito es obtener ventajas para sus integrantes.

- La actividad del concesionario no está sujeta a horarios, y atiende con su propio peculio los costos de su operación comercial.

Aunado a lo anterior, agregaron que el contrato de concesión celebrado por su mandante no se  asimila a una relación laboral con los concesionarios, pues están ausentes los elementos que la caracterizan, a saber: prestación de un servicio personal por cuenta ajena o bajo dependencia de otro (relación de subordinación), y remuneración salarial. Asimismo, señalan que la forma de ejecutar el contrato y el tratamiento que recibe la muerte del concesionario, le resta al negocio el carácter de intuitu personae que caracteriza a la relación laboral. Concluyen este punto, afirmando que los hechos que tipifican la negociación de Panamco de Venezuela, S.A. con sus concesionarios y la actividad de éstos como pequeños comerciantes, impide catalogar de laboral el nexo que los liga, como infundadamente lo dispuso el Inspector Nacional del Trabajo en su comunicación Nº 991 de 27 de agosto de 1999.

Por lo que respecta a los vicios de inconstitucionalidad, señaló la representación judicial de la parte recurrente que el acto en virtud del cual la Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo ordenó el registro e inscripción del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), contenido en: a) La Boleta de inscripción de fecha 27 de agosto de 1999; b)El Oficio Nº 991 del 27 de agosto de 1999, remitido a los apoderados de su mandante; y, c) El asiento Nº 109 estampado al folio 114 del Libro de Registro que lleva la mencionada Dirección, es absolutamente nulo pues su emisión menoscaba los derechos a la defensa, al debido proceso y de petición, de la empresa Panamco de Venezuela, S.A. En tal sentido, sostienen que:

La autoridad administrativa laboral transgredió el derecho al debido proceso de su representada, infringiendo los artículos 50, 67 y 68 de la Constitución de 1961 (49 de la vigente Constitución), 14, ordinal 1º, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8, numeral 1º, del Pacto de San José, pues no dio cumplimiento al procedimiento consagrado en los artículos 48 y siguientes de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, el cual resultaba ser el aplicable para resolver el conflicto planteado, toda vez que ni las leyes orgánicas del Trabajo y de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, así como tampoco el Código de Procedimiento Civil, contemplan un procedimiento administrativo a ese fin. En este sentido aducen que: 

1.-) No se ordenó la apertura del expediente, conforme lo exigen los artículos 31, 32 y 51 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, por el contrario, señalan que la autoridad administrativa laboral “lo que hizo fue abrir una ‘carpeta’ contentiva única y exclusivamente de las actuaciones de los postulantes y de la Administración (...)”, sin incorporar los escritos presentados por Panamco de Venezuela, S.A, contentivos de sus alegatos y promoción de pruebas, los cuales fueron calificados en el Oficio Nº 991 emanado del Inspector como ‘simples correspondencias’. Asimismo, afirman que no se cumplió con la unidad material que constituye el expediente, pues la providencia administrativa fue dictada mediante tres actuaciones, a saber: a) La boleta de inscripción de la organización sindical; b) El asiento de inscripción en el libro respectivo; y, c) El oficio Nº 991 de 27 de agosto de 1999, remitido a su poderdante. 

2.-) La autoridad administrativa no ordenó los actos de trámite necesarios para poner en marcha el procedimiento, siendo que tiene el deber de sustanciarlo en forma ordenada. 

3.-) No se instruyó ni sustanció el procedimiento donde debió tramitar las pruebas presentadas por su mandante y ordenar los actos tendientes a la demostración de los hechos en búsqueda de la verdad material, a tenor de lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. Así, sostienen que la autoridad administrativa desconoció en todo momento las pruebas presentadas por la ahora recurrente, pues ni siquiera las anexó “a la llamada ‘carpeta’ contentiva de las actuaciones administrativas”, de modo que “obvió absolutamente la actividad probatoria en el presente procedimiento”. 

Por lo que respecta a la violación del derecho a la defensa, contenido en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, señalaron que al afirmar el Inspector Nacional del Trabajo en su Oficio Nº 991 de 27 de agosto de 1999, que “(...) la presente no debe entenderse como una decisión administrativa, pues su intención es la de dar respuesta a sus comunicaciones”, reduciendo la legalización e inscripción de la organización sindical a un mero acto de trámite, que no una providencia administrativa (no obstante en el encabezado de su comunicación señala que el mismo fue producto de un ‘proceso’), desconociendo el derecho a la defensa de la empresa Panamco de Venezuela, S.A., así como sus derechos a ser oída y a obtener una decisión motivada.

 Punto seguido, señalaron que el derecho de petición y el “derecho al acto administrativo” le fueron negados a su representada por el Director de Inspectoría Nacional, “pues no obstante afirmar en el encabezado de su oficio Nro. 991 de fecha 27 de agosto de 1999 que le habían dirigido comunicaciones los días 16, 21 y 29 de julio y 3 y 18 de agosto de 1999, en las que (se) oponían a la legalización de la organización sindical (...) a continuación (les) comunica que el contenido del mismo no debe entenderse como una decisión administrativa,  ‘...pues su intención es la de dar respuesta a sus comunicaciones...’. En virtud de ello, denuncian como infringidos los artículos 67 de la Constitución de 1961 (51 del vigente Texto Fundamental).

 En cuanto a los vicios de ilegalidad del acto recurrido, sostuvieron los apoderados judiciales de la empresa Panamco de Venezuela, S.A. que el acto objeto del recurso interpuesto conjuntamente con amparo cautelar, adolece de vicios sancionados con la nulidad absoluta y relativa del proveimiento, toda vez que: 

1.-) El acto mediante el cual el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo ordenó el registro e inscripción de SINATRABEB, infringe el artículo 19, numeral 4, de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, pues fue dictado con prescindencia total y absoluta del procedimiento legal. Así, sostienen que la autoridad administrativa inobservó toda la tramitación procedimental consagrada en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, aplicable al caso en referencia, pues: a) No ordenó la apertura del expediente conforme a los artículos 31, 32 y 51 de dicha ley; b) No dio cumplimiento a los actos de trámite; c) No instruyó ni sustanció el procedimiento en el cual debió ordenar la práctica de los actos tendientes a la demostración de lo alegado, atendiendo a los principios inquisitivo, de oficialidad y verdad material, sin limitar su apreciación a las pruebas aportadas por las partes.

2.-) El acto impugnado incurre en causa falsa pues declaró legalmente constituida la organización sindical cuando de los documentos presentados por los solicitantes se desprende que  el verdadero número de personas participantes en el acto de constitución no alcanzó los mínimos legales establecidos, “por lo cual dicha organización no llegó a existir nunca”.

Asimismo, alegaron que el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo, incurrió en el vicio de causa forzada cuando afirmó, en el acto que remitió a su mandante mediante Oficio Nº 991, que los recaudos por ella presentados no desvirtuaban la cualidad de trabajadores de los miembros de SINATRABEB, y que la documentación consignada por Panamco de Venezuela, S.A. se refería a un número mínimo de miembros de la referida organización sindical, en comparación con el universo integrante del mismo, concluyendo que “(...) en el supuesto de que los ciudadanos a los que ustedes hacen mención en sus escritos no fueran trabajadores de Panamco, no demuestra que el resto de los miembros de ese sindicato no lo sean”. 

En consecuencia, señalan que estaba claro para la autoridad administrativa que un número de los miembros del sindicato no eran trabajadores de Panamco de Venezuela, S.A.; por tanto, no estaban cumplidos los requisitos para el registro de la organización sindical, “(...) en razón de que había diversidad de integrantes: unos constituidos por supuestos trabajadores de PANAMCO (...) y otros comerciantes o empleadores”. No obstante, alegan que la Administración al dictar el acto recurrido tergiversó el sentido y alcance de tales hechos, forzando la aplicación de las normas laborales que regulan la inscripción, acordando, finalmente, “el registro de un sindicato mixto”, transgrediendo los artículos 403 y 410 de la Ley Orgánica del Trabajo, 91 de la Constitución de 1961 (artículo 95 del vigente Texto Fundamental), 2 y 8 del Convenio 87 de la OIT, 142 y 148 del Reglamento de la precitada ley. 

3.-) La autoridad administrativa infringió los artículos 9 y 18, numeral 5, de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, pues no expresó las razones fácticas sobre las cuales fundamentó su decisión de registrar la organización sindical, limitándose a afirmar genéricamente que los documentos fueron examinados cuidadosamente, sin indicar el método empleado para efectuar tal análisis, la normativa legal aplicada ni la valoración jurídica acordada; “(...) de manera que los interesados no tuvieron el conocimiento ni pudieron saber la apreciación que el órgano administrativo realizó acerca de los motivos del acto y sobre la base legal  del mismo”. 

Igualmente, señalan que el acto objeto del presente recurso no contiene ninguna consideración expresa respecto de las cuestiones propuestas por su mandante y los argumentos por ella formulados mediante escritos de fechas 16, 21, 29 de julio, y 3 y 18 de agosto de 1999, colocándola en un estado de indefensión al desconocer su representada las razones por las cuales la autoridad administrativa acordó el registro del sindicato.

4.-) El acto impugnado adolece del vicio de incongruencia e infringe, en consecuencia, los artículos 2 y 62 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, por cuanto no se pronunció sobre las defensas formuladas por la representación de Panamco de Venezuela, S.A. mediante escritos de fechas 16, 21, 29 de julio, 3 y 8 de agosto de 1999, relativas, fundamentalmente, a la falta de cualidad de los postulantes,  su condición de concesionarios, las relaciones mercantiles existentes entre éstos y la precitada empresa. 

Sobre la base de las anteriores consideraciones, proceden a interponer el presente recurso contencioso administrativo de nulidad contra el acto administrativo dictado por el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo, de fecha 27 de agosto de 1999, que ordenó el registro e inscripción del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), contenido en: a) La boleta de inscripción de fecha 27 de agosto de 1999; b) El oficio Nº 991, de la misma fecha, remitido a los abogados de la recurrente; y, c) El asiento de inscripción Nº 109, cursante al folio 114 del Libro de Registro de Sindicatos que lleva la mencionada Dirección.

III

De la Opinión Presentada por la  Sustituta del Procurador General de la República 

En el escrito presentado por la abogada Luisa Barbella de Osorio, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 48.312, actuando en su condición de sustituta del Procurador General de la República, señaló lo siguiente:

Como primer punto, indicó por lo que respecta a la denuncia de violación del derecho a la defensa y al debido proceso que en ningún momento se impidió a la recurrente el ejercicio de sus derechos, ni se le prohibió realizar actividades probatorias o ejercer su derecho a la defensa, toda vez que consta en autos que presentó un escrito -tal y como ella misma reconoce en su escrito libelar- en sede administrativa, en la cual opuso todas las defensas que consideraba pertinentes. 

Seguidamente, señaló por lo que respecta a la denuncia de violación del derecho de petición, que a la recurrente no se le violó tal derecho, ya que en el presente “(...) caso lo que se produjo fue un silencio administrativo negativo de la Administración, configurado en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, como negación tácita del recurso jerárquico y por ello se entiende que el acto administrativo fue confirmado, agotándose así la vía administrativa”. 

Por lo que concierne a la presunta violación del derecho al debido proceso, denunciada por los apoderados judiciales de la empresa recurrente, señaló la representante de la República, que “(...) en ningún momento se le prohibió a la recurrente utilizar los órganos de la Administración de Justicia para la defensa de sus derechos e intereses  en los términos y condiciones legales establecidas. Por ende no se configura la violación del derecho a la defensa ni al debido proceso, y derecho de petición (...)”.

En cuanto a la falta de motivación del acto recurrido expuesta por la empresa accionante, expuso que el acto administrativo que se impugna, a saber, la Boleta de Inscripción y Registro de la organización sindical, es un acto administrativo de los denominados reglados, es decir, que la Administración apegada a la normativa establecidas en los artículos 420 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo, aplicable en estos casos, inscribió a la mencionada organización sindical una vez comprobados que cumplía con los requisitos establecidos legalmente señalados, siendo ello así, se puede concluir que el acto impugnado, se encuentra suficientemente motivado.  

Por lo que respecta al alegato presentado por el recurrente, relativo a que en el presente caso hubo ausencia total y absoluta del procedimiento legalmente establecido, toda vez que para proceder a la inscripción y registro de la organización sindical tantas veces identificada, se debió aplicar el procedimiento establecido en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos; señaló la sustituta del Procurador General de la República que el procedimiento aplicable en el caso de autos, es el establecido en la Ley Orgánica del Trabajo y no el dispuesto en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, puesto que el procedimiento previsto en una ley especial tiene preferencia sobre el procedimiento ordinario, y siendo que el Inspector Nacional del Trabajo aplicó dicho procedimiento especial, la denuncia formulada por el recurrente debe ser desestimada.  

Por último, señaló la sustituta del representante de la República que el acto administrativo recurrido, contrario a lo señalado por el recurrente, no está viciado de falso supuesto, en virtud de que dicho vicio existirá “(...) cuando los órganos administrativos aplican facultades que ejerzan a supuestos distintos de los expresamente previstos por las normas o que distorsionen la real ocurrencia de los hechos o el alcance de las disposiciones legales para tratar de lograr determinados efectos sobre realidades distintas o las acreditadas en le respectivo expediente administrativo”, lo cual no sucedió en el presente caso.  

IV

Consideraciones para Decidir

Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre el fondo del asunto sometido a su conocimiento,  no obstante, como punto previo debe analizar la solicitud formulada por el apoderado judicial de la recurrente, relativa a que se fije una nueva oportunidad para la presentación de los informes orales, toda vez que los mismos “(...) fueron presentados (...) ante Magistrados que ya no integran esta Sala (...)”
Ante tal solicitud, observa esta Sala que si bien la celebración del acto de informes orales, fue rendida en el caso de autos ante Magistrados que ya no integran esta Sala Político-Administrativa, se observa que la parte recurrente además de presentar sus informes orales, consignó en el expediente escrito de conclusiones, el cual contiene lo expuesto en la audiencia oral.

En tal sentido, la norma prevista en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, establece lo que se transcribe a continuación:

“Artículo 26.- Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.

El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles”. (Resaltado de esta Sala).
 

Ahora bien, de conformidad con el artículo supra trascrito, considera esta Sala que en el presente caso, resulta innecesario fijar nueva oportunidad a los fines de que se presenten los informes orales toda vez que, tal como se avisara anteriormente, corre a los autos el escrito de conclusiones presentado por los apoderados judiciales de la parte recurrente. Igualmente el hecho de fijar nuevamente los informes tendría como consecuencia un retardo innecesario en el procedimiento, lo cual en vez de favorecer a las partes intervinientes, traería como consecuencia un perjuicio a las mismas.

 Además de ello, se estima que son suficientes los elementos que cursan en autos para que esta Sala, al realizar el proceso cognoscitivo del caso, dicte una decisión apegada a la Constitución y a las leyes, sin violar el derecho a la defensa y al debido proceso de las partes. Así se decide.   

Decidido lo anterior, procede de seguidas esta Sala a pronunciarse sobre el fondo del asunto sometido a su conocimiento, y al respecto observa:

En el presente caso, se ha solicitado la nulidad por razones de ilegalidad e inconstitucionalidad del acto tácito denegatorio producto del silencio administrativo por la no decisión del recurso jerárquico interpuesto ante el Ministro del Trabajo, contra el acto administrativo de efectos particulares contenido en la Boleta de Inscripción, de fecha 27 de agosto de 1999, emanado de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio del Trabajo, mediante el cual se inscribió y registró el Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB).


Así las cosas, se hace necesario analizar la naturaleza jurídica del acto impugnado a los fines de determinar si el procedimiento administrativo aplicado para la emisión del mismo, fue el legalmente establecido; o si por el contrario, se violó a la parte hoy recurrente, los derechos a la defensa, al debido proceso y de petición. Igualmente, es menester determinar si el mencionado acto cumple con los requisitos de validez que debe tener todo acto administrativo conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. 
Con fundamento en lo anterior, esta Sala Político-Administrativa considera oportuno -a los efectos del examen de las impugnaciones realizadas por el recurrente- realizar previamente una serie de consideraciones sobre la figura de los actos administrativos y su clasificación, a los fines de determinar en cuál de ellos se encuadra el acto recurrido, para de esta manera pronunciarse sobre la denuncia de nulidad formulada.

En tal sentido, esta Sala observa que la definición de actos administrativos, se encuentra establecida en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, la cual en su artículo 7 establece lo siguiente:

“Artículo 7.- Se entiende por acto administrativo, a los fines de esta ley, toda declaración de carácter general o particular emitida de acuerdo con las formalidades y requisitos establecidos en la ley, por los órganos de la administración pública”.  

 


Igualmente, tanto la doctrina más calificada en la materia, como la jurisprudencia de este Máximo Tribunal, han definido a los “actos administrativos” -en términos generales- como: toda declaración de voluntad, de juicio o de conocimiento, emanadas de los órganos que integran la Administración, en ejercicio de una potestad administrativa distinta a la potestad reglamentaria, los cuales producen efectos de derecho, generales o individuales en la esfera jurídica de los administrados.

Asimismo, los “actos administrativos” han sido clasificados generalmente por la doctrina de la siguiente manera: a) desde el punto de vista del procedimiento en: actos de trámites, actos definitivos, actos firmes y actos de ejecución; b) por el alcance de sus efectos en: actos generales y actos particulares; c) por la amplitud de los poderes de la Administración en: actos reglados y actos discrecionales; d) desde el punto de vista del contenido en: admisiones, concesiones, autorizaciones y aprobaciones. 

a) Por lo que respecta a la primera de las clasificaciones, el autor venezolano Eloy Lares Martínez (Manual de Derecho Administrativo. Quinta Edición. Universidad Central de Venezuela. 1983, pags. 147-150), define a los actos de trámites como aquellas decisiones de carácter previo, o conjunto de providencias preeliminares tendientes a preparar el acto administrativo definitivo; por lo que respecta a los actos definitivos, señala que son “las decisiones emitidas por el órgano competente sobre el fondo o sustancias de la cuestión que le ha sido planteada”; en lo referente a los actos firmes, sostiene que éstos serán los que han causado estado, es decir aquel que agota la vía administrativa y constituirá la palabra final de la Administración sobre un problema determinado; en cuanto a los actos de ejecución, señala que son “los actos dictados para dar cumplimiento a un acto principal o definitivo”.


b) En lo referente a la segunda de las clasificaciones, esta Sala observa que tanto la jurisprudencia como la doctrina administrativa han sido pacíficas en señalar que los actos de efectos generales son aquellos que interesan a una pluralidad de sujetos de derecho, es decir, que inciden sobre la esfera jurídica de un número determinado o indeterminado de personas; en cambio, los actos de efectos particulares son aquellos cuyos efectos van dirigidos a un solo sujeto de derecho o a un número preciso de sujetos a los cuales afecta su esfera jurídica particular.


c) Por lo que concierne a la tercera clasificación, el autor Eloy Lares Martínez (ob cit. pag. 151), señala que los actos discrecionales serán aquellos “en que las autoridades actúan con amplio margen de libertad, pudiendo elegir, entre varias soluciones posibles, la que a juicio de aquellas pareciere mas favorable para la colectividad”; en cambio, los actos reglados son aquellos “en que la conducta de la autoridad le ha sido trazada muy rigurosamente por  el legislador”, es decir, en estos actos no existe discrecionalidad por parte de la autoridad administrativa, sino que dados los elementos establecidos en la ley, la Administración sólo debe limitarse a dictar el auto en cuestión.


d) Por lo que respecta a la última de las clasificaciones, la doctrina ha sido conteste en señalar que los actos administrativos contentivos de admisiones son las decisiones dictadas por la autoridad administrativa que tiene por finalidad permitir el ingreso de un administrado en un servicio, institución u organización; en cambio, las concesiones serán aquellas en que la Administración otorga al administrado un derecho del que antes este carecía; por lo que concierne a las autorizaciones, el tratadista patrio Eloy Lares Martínez señala en su obra Manual de Derecho Administrativo que estos tipos de actos administrativos, “hacen posible que una persona ejerza un derecho  o un poder que de antemano le pertenecía, pero para cuyo ejercicio existía un obstáculo legal. Difiere de la concesión en que de ésta nace un derecho o facultad que el concesionario no tenía antes, en tanto que la autorización no determina la adquisición de derechos o poderes en la persona  que la obtiene, sino que la capacita para el ejercicio de los que ya les pertenecían”, ahora bien, por lo que respecta a las aprobaciones, se ha señalado que son la manifestación de la voluntad, mediante la cual un órgano de la Administración declara su conformidad con un acto ya formado por otro órgano estadal. 

Teniendo en cuenta la clasificación de los actos administrativos expuesta, esta Sala Político-Administrativa procede de seguidas a encuadrar en la misma a la Boleta de Inscripción del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), y en tal sentido observa que el artículo 426 de la Ley Orgánica del Trabajo establece lo que a continuación se transcribe:

“Artículo 426.- El Inspector del Trabajo de la jurisdicción o el Inspector Nacional del Trabajo, según sea el caso, únicamente podrá abstenerse del registro de una organización sindical en los siguientes casos: 

a) Si los sindicatos no tienen como objeto las finalidades previstas en los artículos 408 y 409 de esta Ley; 

b) Si no se ha constituido el sindicato con el número de miembros establecidos en los artículos 417, 418 y 419 de esta Ley; 

c) Si no se acompañan los documentos exigidos en el artículo 421 de esta Ley, o si éstos presentan alguna deficiencia u omisión; y 

d) Si el sindicato contraviene lo establecido en el artículo 428 de esta Ley. 

Llenos los extremos que se establecen para la inscripción de los sindicatos en esta Ley, las autoridades competentes del Trabajo no podrán negar su registro”.

Ahora bien, de conformidad con el artículo supra trascrito, esta Sala Político-Administrativa estima que la referida Boleta de Inscripción del Sindicato, puede encuadrarse como acto administrativo definitivo, de efectos particulares, reglado y de contenido autorizatorio, toda vez que la Administración en uso de sus potestades regladas, sólo se limitó a constatar el supuesto de hecho establecido en la norma, y aplicar lo que la ley ha determinado, y en este proceso aplicativo de la ley no se deja posibilidad de ningún tipo de juicio por parte del ente administrativo, salvo la constatación y verificación de los supuestos establecidos en la norma laboral. Sobre esta potestad reglada de la Administración, los autores extranjeros Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, en su obra (Curso de Derecho Administrativo I. Novena Edición. Civitas 1999, pags. 447-448), señalaron que “la decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha delimitarse a lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo. Opera aquí la Administración de una manera que podría llamarse automática (...)”.

Ahora bien, establecida la naturaleza jurídica del acto administrativo impugnado, debe revisarse la posibilidad que tiene el patrono de recurrir contra el acto de inscripción y registro de una organización sindical en vía judicial, específicamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa y en tal sentido, se observa que el artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo establece lo que se transcribe de seguidas:

“Artículo 425.- El Inspector del Trabajo recibirá los documentos que le hayan sido presentados con la solicitud de registro de un organismo sindical y dentro de los treinta (30) días siguientes ordenará el registro solicitado. Si encontrare alguna deficiencia lo comunicará a los solicitantes, quienes gozarán de un término de treinta (30) días para corregirla. Subsanada la falta, el Inspector procederá al registro. 

Si los interesados no subsanan la falta en el plazo señalado en este artículo, el Inspector se abstendrá del registro. La decisión del Inspector será recurrible para ante el Ministro del ramo y la de éste para ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa, ambas dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha en que la junta directiva electa haya sido notificada de la respectiva resolución. 

La inscripción la hará el Inspector del Trabajo en un registro llevado al efecto. (Resaltado de esta Sala).

 

De conformidad con el artículo citado, observa esta Sala que la jurisprudencia reiterada de la Sala Político-Administrativa de la entonces Corte Suprema de Justicia, ha señalado que “ Si los interesados no subsanan la falta en el plazo señalado en este artículo, el Inspector se abstendrá del registro. La decisión del Inspector será recurrible para ante el Ministro del ramo y la de éste para ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa”. 
Así pues, resulta evidente que el legislador sólo previó la posibilidad de recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa, en los casos de negativa de inscripción y registro de una organización sindical por parte del Inspector del Trabajo, lo cual, a juicio de esta Sala, conllevaría al absurdo de considerar que exista un acto administrativo excluido de revisión, es decir, no sujeto al control por parte de la jurisdicción contencioso-administrativa, lo cual vulneraría el principio según el cual la actividad de la administración pública debe sujetarse a la Constitución y a las leyes, sometida al control de la jurisdicción contencioso-administrativa, todo ello atendiendo a la normativa constitucional consagrada en los artículos 137, 138 y 259 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Es por lo expuesto que esta Sala procede a revisar el acto administrativo mediante el cual se procedió a la inscripción y registro del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB) -impugnado en autos- a los fines de determinar si el mismo fue dictado conforme a lo dispuesto en la normativa legal que rige la materia. Así se decide. 

Señalado lo anterior, observa esta Sala que la empresa recurrente denunció que la administración al proceder a la inscripción y registro del sindicato tantas veces mencionado, violó sus derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso y de petición, ya que -en su decir- la Administración no le permitió participar en la formación del referido acto, el cual afectaba sus intereses de manera directa.

Ante tal denuncia, observa esta Sala que de conformidad con la normativa contenida en el Título VII, Del Derecho Colectivo del Trabajo, Capítulos I y II de la Ley Orgánica del Trabajo, el legislador patrio no previó la posibilidad de intervención por parte del patrono, en el procedimiento de inscripción y registro de una organización sindical, ello a los fines de salvaguardar la libertad sindical y el derecho a su protección, consagrados tanto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en su artículo 95, como en el Convenio N° 87, relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, adoptado por la Trigésima Primera Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, cuya entrada en vigencia en nuestro país se materializó en virtud de la Ley Aprobatoria de dicho Convenio, sancionada por el entonces Congreso de la República en fecha 3 de septiembre de 1982, publicada en Gaceta Oficial Extraordinaria N° 3.011.  

De tal manera que, si el Inspector del Trabajo verifica que están llenos los extremos que se establecen para la inscripción de los sindicatos previstos en el artículo 426 de la Ley que rige la materia, no puede negar su registro, pues, dicho funcionario debe ceñirse estrictamente sólo al procedimiento pautado en la Sección Tercera del Capítulo II de la Ley Orgánica del Trabajo que se refiere al Registro y Funcionamiento de las Organizaciones Sindicales.

Siendo ello así, observa esta Sala del análisis efectuado del acto impugnado que la Administración al inscribir y registrar la organización sindical denominada Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), se atuvo a lo dispuesto en la ley que rige la materia, por lo que dicho acto administrativo se encuentra ajustado a derecho y así se declara. 

En todo caso, si el patrono objeta la cualidad de trabajadores de los promoventes del sindicato, o que un número considerable de sus miembros no posee tal condición, podrá ejercer ante la jurisdicción laboral las acciones pertinentes tendientes a determinar si efectivamente existe o no la condición de trabajador. Ello en virtud de que esta calificación de trabajadores sólo puede ser determinada en vía jurisdiccional por los tribunales laborales, pues corresponde a estos órganos jurisdiccionales el conocimiento y decisión de todos los asuntos vinculados con la parte contenciosa y administrativa de la actual ley laboral; exceptuando de tal conocimiento los procedimientos de conciliación y arbitraje y los casos establecidos en los artículos 425, 465 y 519 de dicha Ley, referidos a los recursos que puedan intentarse contra las decisiones dictadas por el Ministro del Trabajo, específicamente los casos de negativa de registro e inscripción de organizaciones sindicales, o en los casos de oposiciones a convocatorias para negociaciones y convenciones colectivas, todo de conformidad con el artículo 1º de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo, la cual está redactada en los términos siguientes:

“Artículo 1.- Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican en la presente Ley”.

 

Lo señalado anteriormente, refuerza el principio de la prevalencia de las normas del trabajo, sustantivas o de procedimiento y el principio del orden jerárquico de aplicación de las normas laborales, así como la unidad de la jurisdicción laboral para dilucidar todos los asuntos contenciosos que no se correspondan con los señalados anteriormente cuyo conocimiento, sustanciación y decisión se encuentra atribuida a la jurisdicción contencioso- administrativa. Así se establece.

Así, visto que el acto de inscripción y registro del Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB), emanado de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio del Trabajo, se encuentra ajustado a derecho, debe la Sala declarar sin lugar el recurso de nulidad interpuesto. Así se decide.

V

DECISIÓN

En virtud de las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Político-Administrativa, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: SIN LUGAR el recurso de nulidad interpuesto en fecha 23 de febrero del año 2000, por los abogados Paúl J. Abraham, Nobis F. Rodríguez R. y Hugo Díaz Izquierdo, actuando en su condición de apoderados judiciales de la empresa Panamco de Venezuela S.A., (antes Embotelladora Coca-Cola y Hit de Venezuela, S.A.), contra el acto tácito denegatorio producto del silencio administrativo por la no decisión del recurso jerárquico interpuesto ante el Ministro del Trabajo, contra el acto administrativo de efectos particulares contenido en la Boleta de Inscripción, de fecha 27 de agosto de 1999, emanado del Director de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado del Ministerio de Trabajo, mediante la cual se inscribió y registró el Sindicato Nacional de Trabajadores, Distribuidores y Transportistas de Bebidas Gaseosas, Similares, Conexas y Afines (SINATRABEB). 

Publíquese, regístrese y notifíquese. Cúmplase lo ordenado y devuélvase el expediente administrativo.  

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los veinte (20) días del mes de septiembre del año dos mil uno. (2001). Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

         El Presidente, 

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

           El Vicepresidente-Ponente,

 

HADEL MOSTAFA PAOLINI

 

                  Magistrada,

 

 

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

 

 

ANAIS MEJIA CALZADILLA

Exp. Nro. 0190

En veinticinco (25) de septiembre del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 02006.
 

